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Señores

MAGISTRADOS DE LA HONORABLE CORTE CONSTITUCIONAL

E.S.D.

Ref.:
Decreto 4628 de 2010, “Por el cual se dictan normas sobre expropiación por vía administrativa y se adoptan otras medidas”. 

Magistrado Ponente: JUAN CARLOS HENAO PÉREZ.
Expediente RE-173.


Concepto 5091.  

De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2°, y 278, numeral 5°, de la Constitución Política, rindo concepto en relación con el Decreto Legislativo 4628 de 2010, “Por el cual se dictan normas sobre expropiación por vía administrativa y se adoptan otras medidas”, el cual fue expedido con base en las facultades extraordinarias que le otorga al Gobierno Nacional el artículo 215 Superior. El texto de la norma objeto de control constitucional es el siguiente: 
	DECRETO 4628 DE 2010
(diciembre 13)

Diario Oficial No. 47.922 de 13 de diciembre de 2010

MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA
Por el cual se dictan normas sobre expropiación por vía administrativa y se adoptan otras medidas.

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA,

en ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 215 de la Constitución Política y en desarrollo de lo dispuesto en el Decreto 4580 de 2010, y

CONSIDERANDO:

Que por Decreto número 4580 del presente año se declaró el Estado de Emergencia Económica y Social con el fin de conjurar la grave situación de calamidad pública ocurrida en el país por la ola invernal que se viene presentando. 

Que a raíz de la situación presentada por la ola invernal, los habitantes del territorio nacional se han visto obligados a desplazarse a otros lugares, en condiciones que afectan gravemente sus derechos fundamentales; así mismo la infraestructura vial y urbana ha resultado gravemente deteriorada, dificultando la atención de las necesidades básicas de los habitantes, razón por la cual resulta necesario expedir disposiciones encaminadas a conjugar la crisis e impedir la extensión de sus efectos; 

Que la situación presentada a causa del fenómeno de La Nina en todo el territorio nacional, ha provocado graves inundaciones, derrumbes, daños de vías, pérdidas de zonas agrícolas, de viviendas y centros educativos, acueductos, hospitales, y daños en la infraestructura de los servicios públicos. También ha generado un grave impacto, con la afectación de 52.735 predios, 220.000 hectáreas dedicadas a agricultura, sin incluir las últimas inundadas destinadas a ganadería, la muerte de 30.380 semovientes y el traslado súbito de 1.301.892 animales. 
Que trescientas veinticinco mil familias pobres colombianas, gran parte desplazadas, habitar (sic.) viviendas ubicadas en zonas de alto riesgo no mitigable, por lo cual constituyen una población vulnerable que es necesario reubicar prioritariamente. 

Que a causa del fenómeno de La Niña se ha afectado y destruido parte de la red vial primaria, secundaria, terciaria y por concesión, ocasionando cierres totales de vías en más de treinta sitios, y cierres parciales o pasos restringidos en más de ochenta lugares de la geografía nacional, así como daño de diques, obras de contención, acueductos, alcantarillados, etc. 
Que por el fenómeno de la Nina, más de quinientos establecimientos educativos de dieciocho departamentos y ciento cincuenta municipios se han visto seriamente afectados, lo cual impactará el derecho a la educación y la continuidad en la prestación del servicio educativo a más de trescientos veinte mil estudiantes, jóvenes y niños, con grave impacto en cobertura y deserción. 

Que por el fenómeno de La Niña, más de quinientos establecimientos educativos de dieciocho departamentos y ciento cincuenta municipios se han visto seriamente afectados. 

Que es necesario disponer de mecanismos que permitan lograr a la mayor brevedad la atención de las personas afectadas por la ola invernal, para que ellas puedan nuevamente desarrollar sus vidas en condiciones adecuadas y permitir la rehabilitación económica y social en el territorio nacional. 

Que para tal efecto, es indispensable adoptar un régimen especial de negociación directa y de expropiación que le permita a las entidades públicas encargadas de adelantar proyectos de construcción y rehabilitación de las zonas afectadas por la ola invernal, adquirir rápidamente los bienes necesarios para el cumplimiento de esta finalidad; 

Que para lograr determinar las victimas de la ola invernal a que se refiere el Decreto 4580 de 2010 y prestarles la atención que requieren es indispensable que las autoridades públicas puedan disponer de la información estadística que posee el Departamento Administrativo Nacional de Estadística, 

DECRETA:

Artículo Primero. Declárese de urgencia, utilidad pública e interés social para efectos de decretar la expropiación por vía administrativa con indemnización previa, la adquisición del derecho de dominio y de los demás derechos reales indispensables para la ejecución de los planes específicos encaminados a solucionar los eventos ocurridos por la ola invernal en el territorio nacional. 
La expropiación a que se refiere el inciso anterior, estará dirigida al cumplimiento de los siguientes fines: 
1. La construcción y reconstrucción de viviendas, y la reubicación de asentamientos urbanos, en las áreas afectadas por la ola invernal, de desastre o de riesgo, o en sus áreas de influencia, así como la prevención del asentamiento en lugares que presenten grave riesgo. 
2. la creación de la infraestructura urbana y rural adecuadas para albergar y dotar de vivienda y de servicios a la población afectada. 
3. La reconstrucción o reparación de la malla vial afectada, o la construcción de nuevos tramos.  

PARÁGRAFO. Para los efectos de lo dispuesto en el presente articulo, son áreas de desastre, de riesgo y de influencia, las siguientes:  

Son áreas de desastre aquellas cuyos ocupantes o inmuebles hayan sufrido daños directos por razón de la Emergencia Económica y Social a que se refiere el Decreto 4580 de 2010. 

Las áreas de riesgo incluyen las de desastre y aquellas otras que, por su proximidad a ésta zona podrían sufrir efectos similares. 

Las áreas de influencia son aquellas a las cuales se extienden las consecuencias sociales y económicas de la ola invernal. 

Artículo Segundo. Facúltese a las entidades públicas a las cuales corresponde desarrollar proyectos en las zonas de desastre afectadas por la ola invernal, riesgo e influencia, para adquirir, por motivos de utilidad pública e interés social, mediante negociación directa o expropiación por vía administrativa, previa indemnización, los inmuebles que se requieran para el cumplimiento de los fines a que se refiere el presente decreto. 

Artículo Tercero. Negociación directa. Previa a la declaratoria de expropiación, deberá surtirse una etapa de negociación directa, en la cual se aplicará el siguiente procedimiento: 

1. El representante legal de la entidad pública hará una oferta de compra de los bienes, previa solicitud de avalúo al Instituto Geográfico "Agustín Codazzi", el cual servirá para determinar el precio máximo de adquisición. En caso que dicho Instituto no practique el avalúo dentro de los diez días calendario siguiente (sic.) a la solicitud, el precio máximo de adquisición será el determinado mediante avalúo efectuado por por (sic.) peritos privados inscritos en las Lonjas o asociaciones correspondientes, según lo determinado por el Decreto Ley 2150 de 1995. El avalúo sólo será revisado a solicitud de la respectiva entidad pública. 

2. El representante legal de la entidad formulará oferta de compra por escrito a los titulares de los bienes o de los derechos que fueren necesarios.  

Si dentro de los tres días calendario siguientes no se pudiere comunicar personalmente la oferta se dejará constancia escrita a cualquier persona que se encontrare en el predio y se oficiará a la alcaldía del lugar de ubicación del inmueble, mediante telegrama que contenga los elementos sustanciales de la propuesta, para que se fije al día siguiente a su recepción y por un lapso de dos días hábiles, en lugar visible al público. Vencido dicho término la oferta surtirá efectos respecto del propietario y de los demás titulares de derechos constituidos sobre el inmueble. 

La oferta de compra será inscrita en la oficina de registro de instrumentos públicos correspondiente por parte de la entidad adquirente al día siguiente a su comunicación. Los inmuebles y derechos así afectados quedarán fuera del comercio a partir de la inscripción.

3. El término para aceptar o rechazar la oferta será de cinco días calendario contados a partir de su comunicación personal o de la desfijación del aviso en la alcaldía. Si se aceptare, deberá suscribirse el contrato de compraventa dentro de los diez días calendario siguientes e inscribirse la escritura en la oficina de registro de instrumentos públicos respectiva. Dicho lapso podrá ser prorrogado por justa causa y por un término de cinco días por la entidad pública que adelanta el proceso.
En el correspondiente contrato de compraventa se fijarán las fechas para la entrega real y material del inmueble y para el pago de precio. Los plazos respectivos no podrán superar 30 días.

Se entenderá que el propietario renuncia a la negociación y rechaza la oferta de compra, cuando no hubiere acuerdo sobre el precio y la forma de pago, o el titular de los derechos incumpla los plazos previstos para decidir sobre la oferta o suscribir la escritura de compraventa. 

PARAGRAFO PRIMERO. Los actos administrativos a que se refiere este artículo no son susceptibles de recurso alguno. 

PARÁGRAFO SEGUNDO. En los eventos en que el propietario del bien o el titular del derecho real sea un incapaz o dicho bien forme parte de una sucesión, se aplicará el artículo 16 de la Ley 9 de 1989. 

Artículo 4°. Expropiación por vía administrativa. Agotada la etapa de negociación directa el representante de la entidad mediante resolución motivada, podrá decretar la expropiación del inmueble y demás derechos constituidos sobre el mismo, la que se notificará personalmente dentro de los tres días calendario siguientes o en caso de no ser posible, por edicto fijado durante dos días hábiles en la alcaldía del lugar, previa solicitud efectuada por el representante de la entidad. 

La resolución que decreta la expropiación deberá determinar el valor de la indemnización, de acuerdo con el avalúo que efectúe el Instituto Geográfico "Agustín Codazzi", o la respectiva entidad, de conformidad con el procedimiento previsto en el articulo anterior, así como su forma de pago, en los términos previstos por el artículo 29 de la Ley 9 de 1989; adicionalmente ordenará cancelar los gravámenes, embargos e inscripciones que recaigan sobre el bien. 

Contra dicha resolución sólo procede el recurso de reposición, el cual podrá ser interpuesto por los derechos reales (sic.) sobre el inmueble, dentro de los tres días hábiles siguientes a la notificación. Dicho recurso podrá referirse al monto de la indemnización. La presentación del recurso no suspenderá los efectos de la resolución de expropiación. 

Transcurridos diez días hábiles sin que la autoridad administrativa correspondiente hubiere expedido la resolución por la cual se resuelve el recurso de reposición, este se entenderá negado, quedando en firme el acto recurrido. 

Una vez notificada la resolución que decrete la expropiación se procederá a la entrega del bien a la entidad expropiante. En el acta de la diligencia se insertará el texto de la resolución. Dicha acta, junto con la resolución se inscribirá en la oficina de registro correspondiente. A efectos de la tradición y entrega del inmueble expropiado, se dará aplicación a lo previsto en la Ley 388 de 1997. 

No será posible proponer oposición en la diligencia de entrega del bien, la cual se llevará a cabo con el concurso de las autoridades de policía quienes deberán atender la solicitud de apoyo de la entidad administrativa en término no superior a dos días. 

La resolución que decrete la expropiación podrá ser objeto de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante el Tribunal Contencioso Administrativo con jurisdicción en el lugar de ubicación del inmueble, con sujeción a lo dispuesto en el Código Contencioso Administrativo. 

Artículo 5°. Las entidades públicas que hayan adelantado los respectivos trámites de negociación directa o de expropiación deberán destinar a los fines señalados en el presente Decreto todos los inmuebles adquiridos, en el término de un año contado a partir de la fecha de entrega de los mismos.  

Artículo 6°. Con el exclusivo propósito de determinar las victimas de la ola invernal a que se refiere el Decreto 4580 de 2010, de tomar medidas para satisfacer sus derechos fundamentales y lograr la construcción y rehabilitación de la zona afectada por la ola invernal, el DANE deberá suministrar al Ministerio del Interior y de Justicia y a las entidades públicas, cuando éstas lo soliciten, la información de carácter reservado que el DANE haya recaudado a través de las encuestas y censos realizados en la región, previniendo sobre la reserva legal de la misma. 

La información que en desarrollo de este artículo entregue el DANE deberá conservarse bajo reserva por las entidades que la reciben, salvo en los casos en que sea estrictamente necesario revelarla para lograr los propósitos previstos por el inciso anterior.   

Artículo 7°. El presente Decreto rige a partir de la fecha de su publicación.

Publíquese, comuníquese  y cúmplase.

Dado en Bogotá D. C., a los 13 de Diciembre de 2010.




1. Aclaración previa.

Es menester advertir que en el Concepto 5080, rendido en el trámite del expediente RE-171, se solicitó a la Corte declarar exequible el Decreto 4580 del 7 de diciembre de 2010, “Por la cual se declara el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica por razón de grave calamidad pública”. Por tanto, los decretos dictados dentro de este estado de emergencia, como el que ahora se examina, serán objeto de análisis tanto en su proceso de formación como en su contenido por el Ministerio Público, en los términos establecidos en la Carta.

2. Análisis jurídico.

El Decreto Legislativo 4628 de 2010, “Por el cual se dictan normas sobre expropiación por vía administrativa y se adoptan otras medidas”, se dictó el 13 de diciembre de 2010, con base en las facultades establecidas en el artículo 215 de la Carta, dentro del estado de emergencia declarado por el Decreto 4580 de 2010, y está firmado por el Presidente de la República y por todos sus ministros. Este decreto se publicó en el Diario Oficial 47.922 del 13 de diciembre de 2010 y se radicó en la Corte el 14 de diciembre de 2010, es decir, al día siguiente de su expedición, como lo prescribe el parágrafo del artículo 215 Superior. En sus considerandos, el decreto pone de presente y cuantifica la grave destrucción de viviendas, de infraestructura urbana y rural, y de vías de comunicación, ocurrida en los lugares afectados por el desastre, con lo cual se cumple con el requisito de motivación suficiente, que establece el artículo 11 de la Ley 137 de 1994, Estatutaria de los Estados de Excepción, conforme lo precisa la Corte en la Sentencia C-149 de 2003. Por lo anterior, el decreto bajo examen no presenta vicios en su proceso de formación. 

Antes de examinar el contenido del presente decreto, es menester destacar que las medidas adoptadas en él deben estar destinadas exclusivamente a conjurar la crisis que motivó la declaratoria del estado de emergencia económica, social y ecológica y de grave calamidad pública, o a impedir la extensión de sus efectos. Por ello, estas medidas deben tener una relación directa y específica con la situación que justificó declarar el estado de emergencia; ser necesarias para conjurar la crisis o impedir que ésta se agrave; y ser proporcionales a la gravedad de los hechos que se buscan conjurar, sin restringir el contenido esencial de derechos fundamentales. 
El Decreto 4628 de 2010 declara de utilidad pública y de interés social una serie de bienes inmuebles, con destino a la construcción o reconstrucción de viviendas, de sus equipamientos urbanísticos o dotaciones rurales y de las vías de comunicación requeridas, en las zonas afectadas por el desastre causado por las lluvias que motivaron la declaratoria de la emergencia; establece un régimen especial para adquirir dichos bienes, el cual contempla una negociación directa con sus propietarios y con los titulares de derechos reales y, si éste fracasa, la expropiación administrativa de los mismos.
El régimen en comento pretende brindar a las entidades públicas, responsables de adelantar proyectos de construcción y reconstrucción de las zonas afectadas por la ola invernal, herramientas adecuadas para adquirir de manera pronta y oportuna los bienes que sean necesarios para cumplir con su responsabilidad. En esa medida, tanto las consideraciones como lo que se decreta en la norma bajo examen tiene una relación directa y específica con los hechos que dieron origen a la declaratoria del estado excepcional. Las medidas adoptadas en esta norma parecen ser necesarias para conjurar la crisis económica, social y ecológica, y la grave calamidad pública, causadas por la tragedia invernal, y para impedir la extensión de sus efectos.
La regulación sobre expropiación administrativa de bienes inmuebles tiene su asidero en la propia Carta. En efecto, el artículo 58 Superior, la establece como expresión de un límite concreto al derecho de propiedad, por razones de utilidad pública o interés social, mientras que el artículo siguiente, el 59, fija la responsabilidad del Gobierno por las expropiaciones que haga de manera directa o por medio de sus agentes.
El artículo 1° del Decreto 4628 de 2010 consagra la adquisición del derecho de dominio y de los demás derechos reales, que es indispensable para ejecutar los planes específicos encaminados exclusivamente a solucionar los eventos ocurridos por la ola invernal, como un asunto de urgencia, utilidad pública e interés social. Esta es la base en la cual se funda tanto la negociación directa como la expropiación administrativa. 
La adquisición antedicha, tiene tres fines específicos, a saber: (i) construir y reconstruir viviendas en las áreas afectadas por la ola invernal, reubicar asentamientos urbanos y prevenir asentamientos en lugares de alto riesgo; (ii) crear la infraestructura urbana y rural adecuadas para albergar a dicha población y dotarla de vivienda y servicios; y (iii) construir y reparar la malla vial afectada por la ola invernal. Estos fines circunscriben el alcance de las medidas, pues si bien el Decreto 4628 de 2010 tiene el carácter de legislación permanente, no puede aplicarse para ningún fin o propósito diferente a los antedichos. En este sentido se solicitará a la Corte declarar exequible esta disposición. 
El artículo 2° ibídem asigna a las entidades públicas encargadas de desarrollar proyectos en las zonas de desastre, riesgo e influencia, como consecuencia de la ola invernal, competencia para adquirir inmuebles por medio de negociación directa o de expropiación administrativa, en ambos casos con indemnización previa, conforme a los procedimientos reglados en los artículos 3 y 4 de la misma norma. 
La definición de entidades públicas encargadas de desarrollar proyectos en las zonas de desastre, riesgo e influencia, como consecuencia de la ola invernal, es muy genérica pero determinable
, la cual se desarrolla en los diferentes decretos expedidos con base en la declaratoria del estado excepcional. Por ejemplo, en el Decreto 4820 de 2010, se establece el Fondo Adaptación como la entidad nacional receptora y ejecutora de los recursos de la venta del 10 de las acciones de la Nación en Ecopetrol S.A. para la recuperación, construcción y reconstrucción de las daños dejados por la emergencia invernal; en el Decreto 4703 de 2010 se señala al Fondo de Calamidades como una de las entidades receptoras de los recursos que se obtengan por endeudamiento de la Nación, y a las entidades descentralizadas del orden nacional y los entes territoriales y sus organismos descentralizados como sujetos con capacidad para celebrar operaciones de crédito externo con garantía de la Nación-Ministerio de Hacienda
, para destinarlos a la recuperación y reconstrucción de los daños causados por la ola invernal.  
Por ello y con base en los principios de conservación del derecho y de eficiencia presupuestal, vale la pena aclarar que en este caso debe entenderse que la norma se refiere a las entidades públicas que desarrollen proyectos en los cuales se apropien recursos, conforme al origen de los mismos y al principio de especialización presupuestal, previsto en el artículo 18 del Decreto 111 de 1996. También debe tenerse en cuenta que los tributos que se arbitran por medidas de estado de excepción, están excluidos del sistema general de participaciones, al tenor de lo dispuesto en los artículos 346, 347, 352, 357 Superiores. Quiere lo anterior decir, que si el origen de todos o de la mayoría de los recursos con los que se va a desarrollar el proyecto, dentro de lo cual se encuentra la tarea de adquirir los bienes inmuebles, son del orden nacional, la entidad pública encargada de ello debe ser de ese mismo nivel. En este sentido se solicitará a la Corte que declare exequible el artículo 2° del Decreto 4628 de 2010.
El artículo 3° ibídem regula el procedimiento previo obligatorio de negociación directa. Este procedimiento se aplica para adquirir los inmuebles que sean necesarios para afrontar las consecuencias de la ola invernal y para impedir la extensión de sus efectos. La mera declaración de utilidad pública o de interés social, no es suficiente para satisfacer el criterio de necesidad respecto de los bienes que se determina adquirir. No lo es, porque dicha necesidad debe fundarse en elementos de juicio objetivos, diferentes a la mera apreciación o valoración subjetiva de la entidad. Esos elementos de juicio objetivos, propios de un criterio de necesidad estricto, deben ser aportados por estudios y análisis técnicos, que permitan determinar que el o los bienes objeto de la negociación sí son necesarios para cumplir con las finalidades previstas en el artículo 1° del Decreto 4628 de 2010. 

Concretar el interés público y la utilidad general que de manera genérica se declara en el decreto bajo examen, sin que haya un soporte objetivo que lo justifique, puede propiciar una peligrosa afectación del derecho de propiedad y de los principios de participación y de razonabilidad económica, valga decir, se puede decidir adquirir un bien innecesario, para perjudicar a su dueño, o en condiciones desventajosas o ventajosas de precio, para perjudicar o para beneficiar a su propietario, según el caso, sin tener en cuenta el contexto del mercado existente
. De otra parte, no se puede pasar por alto el derecho que tienen las personas propietarias de bienes en las zonas afectadas por el desastre a participar en la vida económica o en las decisiones administrativas que los afecten, o la vigencia de un orden justo en materia de derecho de propiedad, que establece la Carta en los artículos 2°, 34, 60. Los antedichos elementos de juicio objetivos, deben ser conocidos y aplicados por la entidad pública que emprenda la negociación directa, y así debe aparecer con claridad en los actos administrativos que se expidan en desarrollo de la misma, especialmente en el de apertura de dicho proceso de adquisición. En este sentido se solicitará a la Corte que declare exequible el artículo 3° del Decreto 4628 de 2010.

De igual manera, dicho procedimiento de negociación directa establece la determinación previa de un avalúo para la iniciación del mismo, adelantado por el Instituto Geográfico “Agustín Codazzi” o, subsidiariamente,  por peritos privados, pero no establece los parámetros para la práctica de dicho avalúo. Esto puede ir en contra de los intereses del derecho de propiedad y demás derechos reales que recaen sobre los inmuebles objeto de negociación directa o de expropiación, máxime si se tiene que el artículo 58 de la Constitución Política establece que la indemnización previa aplicable a los procesos de expropiación debe consultar los intereses de la comunidad (la satisfacción de necesidades con el bien a expropiar), y del afectado (lo que cuesta el bien inmueble en el comercio, incluida su explotación económica y los costos en que debe incurrir el propietario o usufructuario del bien como consecuencia de la expropiación, tales como, por ejemplo, la movilización y relocalización de semovientes). 

Por tanto, se solicitará declarar exequible el artículo 3 del Decreto 4628 de 2010, también bajo el entendido que el avalúo previo requerido para iniciar los procesos de negociación directa y de expropiación administrativa debe se de carácter comercial, donde se debe estimar el valor de la cosa expropiada y separadamente la indemnización a favor de los distintos interesados (v.gr. arrendatarios, poseedores, etc.), lo que debe incluir la explotación económica presente al momento del avalúo y los costos en que debe incurrir el propietario o usufructuario del bien como consecuencia de la negociación o expropiación.

Como consecuencia de lo anterior y teniendo en cuenta que la norma estudiada sólo contempla la posibilidad de revisión del avalúo a solicitud de la respectiva entidad pública y sin que se hayan establecido parámetros objetivos de revisión, para permitir que se protejan los derechos del afectado en este proceso en materia de trato igual legal expresado en la defensa de sus intereses, se solicitará la declaratoria de inconstitucionalidad de dicho aparte normativo bajo el entendido que el avalúo practicado para el proceso de negociación directa puede ser revisado a solicitud de la entidad pública o del afectado, con cargo al peticionario, para lo cual se deben invocar razones objetivas de dicha solicitud con los correspondientes soportes probatorios.

De igual manera, el artículo analizado no regula la forma de pago para el caso de la negociación directa, y lo hace por remisión normativa al artículo 29 de la Ley 9 de 1989, en los casos de expropiación por vía administrativa. En el presente caso y para proteger los derechos del afectado, la entidad pública adquirente por negociación directa o expropiación debe efectuar la totalidad del pago, especialmente si el bien inmueble a expropiar está destinado a vivienda, o la mayoría del mismo en caso de tener los recursos disponibles y, solo de manera subsidiaria, aplicar las normas remisorias en materia de pago a plazos, lo cual debe ser consignado en los actos administrativos de se expidan en la etapa de negociación directa, especialmente en el de apertura de dicho proceso de adquisición.
La norma referida establece la inscripción de la oferta de compra cuando esta haya sido notificada, pero no indica el procedimiento de levantamiento de inscripción en caso que la entidad pública decida no continuar con el proceso de expropiación. Por remisión normativa a la regulación general, el artículo 61 de la ley 388 de 1997 establece que la entidad pública está obligada a iniciar el proceso de expropiación si transcurridos 30 días hábiles después de la comunicación de la oferta de compra, no se ha llegado a un acuerdo formal sobre la enajenación voluntaria. Teniendo en cuenta que la entidad pública expropiante, al momento de iniciar el proceso de negociación voluntaria debe tener los recursos mínimos disponibles para la misma, si transcurrido el término para iniciar la expropiación administrativa, esta no se iniciare, la entidad pública debe levantar la inscripción de la oferta de compra so pena de las responsabilidades que de ello se deriven para la entidad pública y el representante legal, términos en los cuales se solicitará la exequibilidad de la norma en estudio.    
El artículo 4° del Decreto 4628 de 2010 regula el procedimiento de expropiación administrativa, que ocurre en aquellos casos en los cuales fracasa el procedimiento de negociación directa. Bajo los parámetros indicados en el análisis del artículo 3° ibídem, este artículo no genera ningún reparo en cuanto a su constitucionalidad.

El artículo 5° fija un plazo máximo de un año, contado a partir de la entrega de los bienes, para que la entidad pública los destine a los fines para los cuales fueron adquiridos. La fijación de un plazo razonable para la destinación de los bienes, no merece ningún reparo en cuanto a su constitucionalidad. No obstante, vale la pena advertir que este artículo no regula el procedimiento a seguir respecto de aquellos bienes que no se destinen a los fines para los cuales fueron adquiridos. Frente a este vacío y de otros posibles, corresponde advertir que éstos se resolverán con arreglo a las normas ordinarias que regulan la materia, al tenor de lo dispuesto por el artículo 72 de la Ley 388 de 1997
.
El artículo 6° de la norma analizada se refiere al suministro de información reservada del Departamento Administrativo Nacional de Estadística DANE, al Ministerio del Interior y de Justicia y a las entidades públicas que la soliciten, pero sin que se especifique cuáles entidades públicas son las competentes para efectuar dicha solicitud. Por unidad de materia con el resto del Decreto 4628 de 2010 y para preservar el derecho fundamental al habeas data, es necesario aplicar un criterio estricto de necesidad y proporcionalidad, para considerar que dicha información sólo puede ser solicitada por las entidades públicas a las que les corresponde desarrollar proyectos en las zonas de desastre, riesgo e influencia por afectación de la ola invernal, siempre y cuando se justifique en la correspondiente solicitud la necesidad de la información solicitada y se especifique el proyecto o los proyectos a los cuales va dirigida la misma.
3. Conclusión.
Por lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte declarar EXEQUIBLE el Decreto 4628 de 2010, bajo el entendido de que: a) su aplicación se circunscribe sólo a la  solución de eventos catastróficos derivados de la ola invernal por los cuales se configuró el estado excepcional; b) las condiciones de urgencia o motivos de utilidad pública o interés social para aplicar la legislación especial de expropiación administrativa son únicamente los fines establecidos en el artículo 1° de este decreto; c) para la adquisición de inmuebles por negociación directa o expropiación administrativa, son entidades públicas aquellas a las que les corresponde desarrollar proyectos en las zonas de desastre, riesgo e influencia por afectación de la ola invernal, y apropien recursos, conforme al origen de éstos o de la mayoría de éstos, y al principio de especialización presupuestal; d) antes de iniciar la negociación directa, la entidad competente debe adelantar los estudios y análisis adecuados para determinar el bien o bienes que realmente se necesiten, convocar a todos los posibles interesados u obligados en el proceso de negociación directa, y escoger los predios que se requieran con base en criterios de voluntad o justicia económica y conveniencia administrativa, lo cual debe ser consignado en los actos administrativos que se expidan en la etapa de negociación directa, especialmente en el de apertura de dicho proceso de adquisición; e) el avalúo previo requerido para iniciar los procesos de negociación directa y de expropiación administrativa debe ser de carácter comercial, donde se debe estimar el valor de la cosa expropiada y separadamente la indemnización a favor de los distintos interesados (v.gr. arrendatarios, poseedores, etc.), lo que debe incluir la explotación económica presente al momento del avalúo y los costos en que debe incurrir el propietario o usufructuario del bien como consecuencia de la negociación o expropiación; f) el avalúo practicado para el proceso de negociación directa puede ser revisado a solicitud de la entidad pública o del afectado, con cargo al peticionario, para lo cual se deben invocar razones objetivas de dicha solicitud con los correspondientes soportes probatorios; g) la entidad pública adquirente por negociación directa o expropiación debe efectuar la totalidad del pago, especialmente si el bien inmueble a expropiar está destinado a vivienda, o la mayoría del mismo en caso de tener los recursos disponibles y, sólo de manera subsidiaria, aplicar las normas remisorias en materia de pago a plazos, lo cual debe ser consignado en los actos administrativos de se expidan en la etapa de negociación directa, especialmente en el de apertura de dicho proceso de adquisición; h) si transcurrido el término para iniciar la expropiación administrativa, esta no se iniciare, la entidad pública debe levantar la inscripción de la oferta de compra so pena de las responsabilidades que de ello se deriven para la entidad pública y el representante legal; i) los vacíos normativos del Decreto 4628 de 2010 se resolverán por las normas ordinarias que regulan la materia, y; j) el DANE debe suministrar la información reservada únicamente a las entidades públicas que les corresponde desarrollar proyectos en las zonas de desastre, riesgo e influencia por afectación de la ola invernal, para lo cual estas deben justificar la necesidad de la información solicitada y especificar el proyecto o proyectos a los que va dirigida la misma.
Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación
LJMO/JD Contreras B.
� Mediante la sentencia C-370 de 1994 se declaró inexequible la expresión “y a las demás entidades públicas a las cuales corresponde desarrollar proyectos en las zonas de desastre, riesgo e influencia”, contenida en el artículo 2 del Decreto 1185 de 1994, debido a que no se determinó con precisión la competencia para la adquisición de los inmuebles que se necesitaban para la reconstrucción de la cuenca del río Páez, afectada por un sismo del 6 de junio de ese año y hubo necesidad de decretar el estado excepcional para legislar mediante el Decreto 1178 de ese año.


� Este endeudamiento debe hacerse sin que dichas entidades excedan su capacidad de pago, al tenor de lo dispuesto en el artículo 364 de la Constitución Política.


� El precio ofrecido y la forma de pago pueden resultar contrarios a la realidad económica del predio escogido, máxime cuando puede haber otros bienes que sirvan para la misma solución y estén en menores condiciones de valor.


� ARTICULO 72. APLICACION DEL PROCEDIMIENTO A OTROS CASOS DE EXPROPIACION POR VIA ADMINISTRATIVA. el trámite para la aplicación de la expropiación por vía administrativa previsto en este capítulo se aplicará a los demás casos en que las leyes la hayan autorizado, siempre y cuando expresamente no se hubiere definido otro procedimiento.
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